Carátula 
SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 10 y 40 minutos) 


Recibimos con gusto al Directorio del Banco Central, a sus asesores y a la Comisión Financiera vinculada con el tema del Banco de 
Montevideo y con la creación del Nuevo Banco Comercial. 


En la sesión de hoy trataremos dos temas: el de los ahorristas del Banco de Montevideo cuyos depósitos no estaban en esa 
institución sino que habían ido al TCB, y la situación del Banco de Crédito. La idea es comenzar por el primer punto. 


SEÑOR DE BRUN.- Los dos puntos a tratar están en proceso de trabajo. En cuanto al tema del Banco de Montevideo, podemos 
manifestar que la Comisión creada por el artículo 31 de la ley de diciembre pasado, fue oportunamente integrada y comenzó a 
analizar la documentación a efectos de determinar qué créditos correspondientes a ahorristas del TCB se encuentran en las 
hipótesis previstas en la ley, pudiendo ser eventualmente incluidos dentro de la masa de acreedores, pasando a ser sus titulares 
cuotapartistas del Fondo de Recuperación de Activos del Banco de Montevideo. Ese trabajo está en proceso y podemos pedir a los 
integrantes de la Comisión que den algún detalle sobre cómo ha marchado hasta ahora. 


Respecto del Banco de Crédito puedo decir que la estrategia del Poder Ejecutivo, a través del Ministerio de Economía y Finanzas y 
del Banco Central como administrador del Fondo de Recuperación de Activos del Banco de Crédito, ha sido, por el lado de los 
activos, iniciar los procesos de venta y de gestión de algunos créditos que están en proceso y, por el lado que corresponde a los 
cuotapartistas, llegar a un convenio que permita -vía la subordinación de los derechos del Estado sobre la masa total al momento 
de la quiebra del Banco de Crédito- lograr una postergación, a fin de mejorar las posibilidades de que los ahorristas de dicho Banco 
recuperen, bajo un instrumento u otro, la totalidad de sus depósitos. 


Si el Presidente no tiene inconvenientes, preferiría que ustedes dirigieran la conversación hacia los puntos que son de mayor 
interés para la Comisión, y con gusto aclararemos todas las dudas que se planteen. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Salvo que algún señor Senador considere lo contrario, podría plantear alguna de las observaciones que 
nos han ido llegando a la Comisión sobre el punto vinculado al Banco de Montevideo -trataríamos los dos puntos por separado- y a 
sus antecedentes. 


En su oportunidad, cuando se votó la creación del Nuevo Banco Comercial, se llegó a un consenso con respecto al artículo 31, en 
el que se habla del consentimiento. Naturalmente, deberíamos haber previsto que esto podría dar lugar a diferentes 
interpretaciones. La información que nosotros tenemos es que la Comisión -con esto no estoy diciendo que haya cometido un error- 
está tomando la interpretación más restrictiva de lo que en su momento, por voluntad del Senado, pudo haberse votado. 


Todos sabemos que el Banco de Montevideo tiene un patrimonio que se va a liquidar de dos formas; una de ellas está vinculada a 
una liquidación y la otra es a partir de la subasta, en función de las normas de este Nuevo Banco Comercial e, incluso, de 
certificados de crédito. 


Lo cierto es -por lo menos para algunos- que teníamos la idea de que ello iba a abarcar a una mayor cantidad de ahorristas, 
entendiendo como tales -trato de ser lo más fiel posible a lo que se nos ha trasmitido por parte de integrantes de algunas de las 
comisiones de ahorristas y a lo que fue la discusión en la Comisión y en Sala, porque el artículo 31 fue bastante debatido en su 
momento- a los que, de una forma o de otra, fueron inducidos a que sus ahorros no permanecieran en el Banco de Montevideo. 
Puedo mostrar, incluso, una serie de papeles que tienen el sello y todas las señales de esa institución bancaria, y la parte inferior 
de una rendición de cuentas en la que, en uno de los rubros, figura el número de cuenta igual al que el ahorrista tenía en el Banco 
de Montevideo, pero habla de fondos del TCB. Por lo que se nos dice, la Comisión que tiene que dilucidar si ese ahorro estaba en 
el Banco de Montevideo, adopta una visión más restrictiva. Reitero que no digo que esté actuando con error, sino que sólo 
menciono el criterio que se ha tomado. 


Consideramos que muchos de los ahorristas fueron inducidos a error, porque para ellos sólo se trataba del Banco de Montevideo, 
ya que venían los certificados o la documentación en sobres del Banco, con sus logos, y firmados por sus funcionarios. Además, 
sospechamos que a la larga van a terminar ganando los juicios en la vía judicial. Aclaro que no estoy hablando de los que tienen 
que ver con Arocena, que están absolutamente fuera de esto porque el papeleo -es decir, los certificados o las cuentas de depósito- 
venía en inglés, sino de otras dependencias. Estoy hablando de quien siempre trató con funcionarios del Banco. Entonces, aunque 
el criterio restrictivo empleado pueda llegar a ser el correcto en el sentido jurídico, para quienes en su oportunidad votamos el 
artículo 31, la visión no era con la restricción con que está actuando la Comisión. En este caso se nos generan algunos conflictos. 


Debemos saber si el criterio de la Comisión es restrictivo por una mala interpretación o porque así lo mandata la ley. Todos estamos 
contestes en que debió ser más amplio, porque esa era la voluntad del Senado; por ende, que deberíamos tener un criterio 
interpretativo para que la Comisión, actuando bajo las normas ajustadas a Derecho, ahora sí interprete, con un texto nuevo, la 
voluntad cabal que tuvo el Parlamento. 


Creo que, además -y esta es una opinión personal, fuera del resumen objetivo que traté de realizar- si dentro de siete u ocho años 
la Justicia determina que la sociedad uruguaya termine pagando esto porque no se hicieron las reservas del caso o porque no se 
actuó con la voluntad expresada en las versiones taquigráficas de la Comisión y de la sesión del Senado en cuanto a la amplitud 
que quisimos dar, la sensación que uno tiene es que, a partir de la creación del artículo 31, ahora surge la intención, de acuerdo 
con la voluntad trasmitida en su oportunidad, de que salga del patrimonio del Banco. De lo contrario, no hubiera existido ningún 
artículo 31. Otra cosa es que todo se ejecute con una acción restrictiva y al final la Justicia entienda pertinente -ya sea por la acción 
parlamentaria a través del artículo 31 o por lo que podemos llamar una acción reparadora en función de que el Directorio del Banco 
Central anterior no había actuado con las exigencias del caso- que lo termine pagando la sociedad, sin tener en cuenta la voluntad 


del Parlamento que pretendía que cuando se armara el Nuevo Banco Comercial se estableciera una norma que contemplara y 
solucionara, en una versión amplia, esta situación. 


SEÑOR BRAUSE (Don Alberto).- El señor Presidente ha planteado correctamente cuál es el origen del artículo 31 de la ley, que 
en su momento dio motivo a un muy ilustrativo intercambio de ideas en la Comisión de Hacienda. Ante el problema planteado con 
inversiones que no tenían el destino directo en el Banco de Montevideo, se encontró la solución de crear esta Comisión Especial 
para que sirviera de filtro, interpretando adecuadamente el criterio de consentimiento. Esa es la idea central y destaco que en su 
oportunidad se discutió si se ampliaba o no el concepto de consentimiento. 


En su momento, la Comisión recibió a un grupo de supuestos perjudicados que dijeron que la Comisión aplicaba un criterio 
restrictivo. Quiero aclarar que esa es la opinión de quienes nos visitaron pero no la de quien habla, por cuanto confiamos en que la 
forma en que la Comisión está actuando es la correcta. En consecuencia, luego que escuchemos la interpretación que se hace del 
concepto consentimiento, veremos qué solución se encuentra. En definitiva, nosotros no compartimos el criterio que se nos anuncia 
de parte de quienes nos han visitado en cuanto a considerarlo restrictivo. Creo que se debe tener en cuenta eso por cuanto no hay 
que olvidar, a la hora de nuevas interpretaciones legales, que la torta es una sola y, por lo tanto, si abrimos una puerta para que 
otros participen junto con los ahorristas locales, éstos sin duda van a percibir menos. Deseo que esto quede como una anotación 
aclaratoria a los efectos de que conozcan el criterio de quien habla. En cuanto a todo lo demás, estoy de acuerdo con lo 
manifestado por el señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Queda entonces constancia de la anotación aclaratoria en la versión taquigráfica. Lo cierto es que 
queremos saber cuál es su interpretación de este concepto y todos los aspectos vinculados al tema que hemos planteado. 


SEÑOR DE BRUN.- Creo que, efectivamente, va a ser ilustrativo para los señores Senadores de esta Comisión que los doctores 
Brause y Balsa expliquen sobre qué bases han estado trabajando para realizar el análisis de los expedientes que han tenido a la 
vista hasta el momento. Quiero aclarar que este trabajo está en proceso y, probablemente, muchas de las situaciones como las que 
se plantean en la documentación y que tiene en su poder el señor Presidente, quizás ya hayan sido analizadas, aunque otras 
todavía no. Por lo tanto, creo que sería bueno dejar claro cuáles son los criterios sobre los cuales se está trabajando y, en 
particular, explicar lo que ha sido el análisis sobre el punto del consentimiento que, como bien señalaba el señor Senador Brause, 
es un tema que ya se había hablado en la Comisión de Hacienda en oportunidad de la discusión de la ley y es uno de los puntos 
sobre los cuales ha trabajado esta Comisión. 


Con el permiso del señor Presidente, entonces, cedería la palabra a los doctores Brause y Balsa. 


SEÑOR HERRERA.- Previamente, y a los efectos de ayudar a la exposición de la Comisión, que es un aspecto que nos preocupa 
especialmente, quisiera saber si el Parlamento le ha dado al Banco Central y a la Comisión Asesora los instrumentos necesarios 
cuando legislamos el artículo 31. Me refiero a los criterios necesarios para poder establecer, no solamente en el plano formal sino 
en el sustancial, si concurrió el consentimiento y éste no está viciado por una inducción al error. Está claro, por toda la investigación 
judicial en torno al Banco Comercial y a los hechos que se han venido conociendo, que había una cierta operativa de inducción al 
error al ahorrista. Esto es muy fácil que suceda en un Banco, ya que cuando uno concurre lo hace en un acto de confianza y tiende 
a aceptar lo que se le dice sin mirar muchas veces la letra chica. Esto pasa también con otros contratos como, por ejemplo, con la 
venta de vehículos automotores, pero especialmente en el negocio bancario. Entonces, lo que más me importa es ver cómo 
podemos compatibilizar y si le hemos dado los instrumentos necesarios a la Comisión para que pueda esclarecer si hay un 
consentimiento o si hay un consentimiento viciado por una inducción al error por parte de los funcionarios, por las directivas que 
ellos tenían. 


SEÑOR BRAUSE (Don Tomás).- Antes de referirme, concretamente, a las preguntas que han surgido, quería señalar un par de 
aspectos. Uno de ellos es el número de solicitudes o peticiones que se han presentado ante el Banco Central y derivadas, luego, a 
la Comisión. La cantidad de expedientes o de solicitudes -que en definitiva son más- excedió el número previsto inicialmente por 
todos. Al día de hoy se han formalizado 1.358 expedientes, cifra que por sí misma es elocuente. Lógicamente no se han podido 
examinar todos ellos, por lo que se han hecho distintos apartados o grupos. En este sentido, tenemos un grupo que oscila 
aproximadamente en doscientos, que hace referencia a una situación que nosotros llamamos "BM Fondos"; eran quienes adquirían 
O participaban de fondos de inversión. A los efectos de la legislación vigente -artículo 31- parecería que son casos más claros; 
incluso creo que habría consenso entre los propios involucrados de que quedan, sin duda, fuera de lo previsto en el artículo 31. La 
Comisión se dedicó a examinarlos, y la gran mayoría de ellos ya ha sido objeto de estudio, presentándose el respectivo proyecto de 
resolución al Directorio del Banco Central. 


Otra precisión que quiero hacer tiene que ver con el tema de los juicios existentes a la fecha, vinculados al Banco de Montevideo y 
el TCB. Son aproximadamente cuarenta, pero no podemos desconocer que hay un número importante -alrededor de doscientos- 
que no han sido notificados al Banco. 


Ni bien la Comisión fue designada por el Banco, por varias razones intentó realizar lo más rápidamente posible sus cometidos, 
entre ellas la de que se trata de temas muy delicados que preocupan a todos. Entonces, el hecho de que la Comisión culmine 
cuanto antes su tarea irá en beneficio no sólo de los ahorristas sino también de las propias instituciones. 


Por otro lado, el procurar la mayor celeridad en su labor conlleva la necesidad de dar certeza a sus actuaciones. Muchas veces 
quienes han efectuado sus peticiones simplemente han presentado una nota a la que no han acompañado elementos de ninguna 
especie, por lo cual la propia Comisión intentó regularizar la situación a los efectos de estudiar cada caso lo más adecuadamente 
posible y así estar en condiciones de informar al Directorio del Banco con la mayor certeza posible. Eso significa que fue necesario 
organizar un sistema que permitiera que los propios servicios -del Banco de Montevideo, actualmente en liquidación, y de la 
Superintendencia de Bancos del Banco Central- adjuntaran los elementos necesarios -si es que había documentos para ello- o la 
historia de cada uno de los clientes, para ir examinando cada situación y dar un informe lo más acabado posible. 


También debemos tener presente que la Comisión solamente asesora; trata de elaborar sus informes en la forma más completa 
pero, repito, simplemente tiene carácter asesor. En definitiva produce un dictamen que va a quedar a decisión del Directorio. 


Como es natural, la Comisión tiene su origen en lo establecido en el artículo 31. 


SEÑOR COURIEL.- Como me doy cuenta de que se está ingresando al tema de fondo, quisiera formular la siguiente interrogante. 
Quien me antecedió en el uso de la palabra, planteó que se presentaron 1.358 expedientes, de los cuales 200 tienen que ver con 
fondos de inversión, lo que quiere decir que quedarían 1.158. Concretamente, deseo saber si tiene algún agregado que formular 
sobre esos casos y si podríamos tener idea de los montos que representan. 


SEÑOR BRAUSE (Don Tomás).- Debe quedar claro que organizar esto llevó su tiempo, porque el cúmulo de expedientes 
desbordó las previsiones y las posibilidades de trabajo, pues si bien puede parecer burocrático, hay que armar cada expediente, 
darle un número, etcétera. Sin duda, son cosas que luego de que están hechas parecen sencillas, pero llevan su tiempo, y confieso 
que la tarea no fue fácil. Lo que sí puedo decir al señor Senador es que en este momento se está en la tarea de formar dos grupos: 
por un lado estarían aquellos casos en los cuales habría un determinado tipo de instrucciones -así fueran de carácter general- por 
parte de los ahorristas o clientes del Banco, de cómo se iba a mantener o efectuar a lo largo del tiempo esa relación entre el cliente 
y el Banco, y por otro, aquellos en los cuales no habría ese tipo de documentación . 


Hasta el momento tenemos discriminadas cien situaciones en las cuales habría cierto tipo de instrucciones, ya fueran generales o 
particulares, para casos de más de U$S 100.000. Desgraciadamente, no tenemos en este momento el número de casos de menos 
de U$S 100.000 y de aquellos en los cuales existe efectivamente instrucción. 


En los expedientes que hemos visto hasta el momento, hemos constatado que hay documentos en los que existe una especie de 
contrato donde el cliente le da una autorización general a la institución Banco de Montevideo, para que actúe de la manera más 
amplia y flexible posible. En otros casos, existe un tipo de instrucción particular -no me refiero a ese contrato que tenía variantes; 
todos no eran iguales, fueron evolucionando y ajustándose a lo largo del tiempo, aunque no sabemos cuál es el origen de estos 
cambios- de distinta naturaleza: fax, nota o documento impreso. 


Esto sería lo que hasta el momento hemos detectado, pero no tenemos cifras. 


Como dije hace instantes, la Comisión, como es natural, no puede apartarse de lo que establece el artículo 31, que en su inciso 
primero habla de que faculta al Banco Central a otorgar a los ahorristas de los Bancos Montevideo y Caja Obrera, cuyos depósitos 
hayan sido transferidos a otras instituciones sin mediar su consentimiento, los mismo derechos que correspondan a los demás 
ahorristas en dichos Bancos. 


La Comisión es consciente de lo delicado, de lo arduo de la tarea y de lo preocupante que puede ser para todos, pero entiende que 
no tiene otra opción que ceñirse a realizar su tarea de acuerdo con lo que establece expresamente la ley. 


Además, dado que el artículo 31 es de excepción y por tanto hay que manejarse con ciertos criterios estrictos, la Comisión 
considera que hay tres puntos -que por supuesto surgen de la ley- que tienen que darse de manera conjunta para que se pueda 
ingresar, en definitiva, al ámbito de las atribuciones de la propia Comisión. Estos son: ser ahorristas tanto del Banco de Montevideo 
como de La Caja Obrera; que existieran depósitos que fueron transferidos a otras instituciones y que no hubiera mediado 
consentimiento. Cualquiera de estos tres puntos nos parece importante. 


¿Cuáles son los criterios? Los criterios son ésos, es decir, tener a la vista alguna de esas posibilidades y encaminarlas con la 
prueba que los propios interesados han acompañado o han pedido porque, en algunos casos, han solicitado declaraciones de 
testigos y han acompañado o no documentos. Además, como decía hace un momento, está la documentación o los elementos que 
nos hacen llegar los servicios, tanto del Banco de Montevideo -que actualmente está en liquidación- como del propio Banco 
Central. 


Ese es el criterio básico con el que está actuando la Comisión. Algo que tal vez sea interesante señalar es que, a su vez, la 
Comisión es sumamente flexible en materia de formalidades. Por ejemplo, en algún caso puede haber vencido un plazo para 
presentar un escrito, efectuar una denuncia o evacuar una vista y, sin embargo, la Comisión no hace hincapié en ello para rechazar 
el escrito, la denuncia, etcétera. Lo mismo ocurre en materia de pruebas, ya que se tiene la mayor amplitud posible, siempre que se 
entienda que ella no es inconducente o absolutamente innecesaria. Entonces, la Comisión, por un lado es estricta en cuanto a la 
interpretación, pero, por otro, es flexible en lo que tiene que ver con las posibilidades de que los interesados puedan ejercer todos 
los derechos que entiendan necesarios. Se ha dado la situación -aclaro que no han sido muchas, pero sí algunas- en que, como 
recién decía, se han presentado escritos fuera de plazo, incluso haciendo denuncias, pero la Comisión, sin ningún problema los 
está estudiando o los va a analizar. 


Quiero agregar, en cuanto a las posibilidades que tienen los interesados, que luego de que la Comisión se forma una opinión y 
llega el momento de elaborar un proyecto de resolución, se da vista a todos los que se presentan -en el caso concreto, en el 
expediente específico- para que puedan ampliar sus informaciones o para que puedan hacer comentarios de todo aquello que 
entiendan pertinente en cuanto a las actuaciones llevadas a cabo por la propia Comisión. Entendemos que, de esa manera, las 
posibilidades de defensa están ampliamente satisfechas. 


Por otra parte, esto no es otra cosa que actuar de acuerdo con las normas que establece la reglamentación interna administrativa 
del propio Banco Central, que en esta parte son copiadas del Decreto N* 500/991, del año 1991, en materia de defensa de los 
derechos y demás. 


SEÑOR BALSA.- Confirmo lo que acaba de manifestar el doctor Brause. La Comisión está integrada por tres miembros: el doctor 
Brause, el doctor Augusto Martínez -quien no pudo estar presente porque tenía un compromiso fuera del país y nos pidió que 
excusáramos su inasistencia- y quien habla. 


Antes que nada quiero señalar que los tres comparecimos a una reunión el 28 de abril en la Cámara de Representantes y allí 
hablamos de aspectos similares a los que estamos tratando aquí. Entonces, a los efectos de que los señores Senadores puedan 
tener la información correspondiente, quiero decirles que todo lo que allí se dijo figura en el Repartido N* 1731, del año 2003, de la 
Cámara de Representantes. Seguramente, muchas de las preguntas formuladas por el señor Presidente y por los señores 
Senadores también están respondidas en ese repartido. 


Con respecto a si el criterio es estricto o no, podemos decir que conformamos una Comisión independiente; cada uno actúa en el 
ejercicio libre de su profesión y hemos actuado por unanimidad. Esto quiere decir que en todos los casos hemos llegado a 
conclusiones en el esfuerzo de buscar si medió o no el consentimiento. Lo cierto es que hasta el presente, francamente -como lo 
anunciaba el doctor Brause- no hemos encontrado situaciones en las que haya habido falta, ausencia o vicio de consentimiento. 


En todos los casos que se nos han planteado, se trata de situaciones en las que se han hecho operaciones de tipo financiero -es 
decir, un contrato de comisión- en virtud de las cuales se acudió al Banco de Montevideo, no para que actuara como intermediario - 
o sea dejándole los depósitos para que los coloque a su riesgo- sino para llevar a cabo el típico contrato de comisión, como 
establece el Código de Comercio para operaciones de mediación financiera, o sea, para invertir en títulos. Para eso se abre una 
cuenta que, precisamente, se llama "Cuenta de Depósito en Títulos Valores". 


Si se analizan los antecedentes a partir del año 2000 hacia atrás, se encuentra que sucesivamente se hacen operaciones - 
prácticamente en forma exclusiva- de tipo de contrato de comisión, en las que el Banco actúa como comisionista y los ahorros no 
pasan a ser de su propiedad, como ocurre normalmente con las cuentas corrientes, los plazos fijos y las cajas de ahorro. 
Concretamente, en este tipo de operación financiera se hace una colocación en un título valor. En consecuencia, podemos decir 
que no se trata de una situación aislada o única que el Banco Central encuentra al momento de la liquidación, sino que, en 
realidad, estamos ante una operación sucesiva. Aclaramos al señor Presidente que, debido a que nos ha solicitado información en 
ese sentido, nos vemos en la obligación de establecer criterios de tipo general. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Me gustaría saber si el señor Balsa está hablando de los doscientos casos analizados, que son del Banco 
de Montevideo Fondos, o si se refiere a los más de mil trescientos expedientes que se habían mencionado anteriormente. 


SEÑOR BALSA.- Creo que esa pregunta es pertinente. Nosotros hemos avanzado con los casos más sencillos, que son los de BM 
Fondos, los que correspondían claramente a una situación que se encontraba fuera de la persona jurídica Banco de Montevideo, 
aunque BM Fondos fuera propiedad de dicho Banco. A los efectos del artículo 31, se trata de dos situaciones jurídicas diferentes y, 
por lo tanto, los de BM Fondos no pueden ser considerados ahorros en el Banco. En este punto ha habido consenso. Cuando 
estuvimos en la Comisión de Hacienda de la Cámara de Representantes hubo algunas voces de Legisladores que se manifestaron 
en ese sentido, confirmando nuestra tesis. Asimismo, creo que algunas personas que han asistido como grupos de interesados a 
Comisiones de ambas Cámaras, también han coincidido con esa posición. 


Por otra parte, quiero referirme también a que ya hemos empezado a analizar, por ejemplo, casos de inversiones en un Banco 
formalmente ajeno al Banco de Montevideo, como es el TCB, desde la hipótesis de la ley. Precisamente, a partir de ese análisis 
también hemos llegado a las mismas conclusiones. Al estudiar casos correspondientes a los últimos dos o tres años, vimos que esa 
operación era regular, es decir, la colocación en bonos de TCB o de TCB y Velox en algunos casos, era el "modus operandi" de 
esas situaciones. Tenían una cuenta corriente llamada "Depósito de Valores", la cual no es un depósito de ahorro, sino un depósito 
en el cual el Banco actúa como mediador y extiende un recibo que es una custodia, además de otro recibo que dice: "Por su cuenta 
y orden he aplicado estas inversiones". Esta situación no se da solamente en el caso de los balances al 31 de diciembre de estos 
bancos; esto indica el estado en que se encontraban, por lo que no fueron incluidos en los balances, sino que además se viene 
dando como una operativa en la cual hay documentación -que hemos pedido- que reitera que ése era el "modus operandi." 


En ciertos casos el matiz es distinto, porque encontramos que algunas operaciones, además de tener esta cuenta, tenían un plazo 
fijo o una caja de ahorros; aquí es donde nos preocupamos más por ver si realmente había un vicio de consentimiento en la 
transferencia a esta operación de inversión. Digo esto porque la fuente había venido originalmente de un depósito bancario típico, 
es decir, plazo fijo, cuenta corriente y demás. 


SEÑOR COURIEL.- Anteriormente, estábamos hablando de 1.358 expedientes, de los cuales 200 tienen que ver con el Fondo de 
Inversiones. Ahora estamos hablando de los 1.158 restantes, de los cuales el doctor Balsa nos dice que han visto alrededor de 50. 
¿Estoy en lo cierto? 


SEÑOR BALSA..- Creo que vale la pena volver al tema de los números para tener una idea de magnitudes, ya que he entendido de 
la pregunta anterior que el señor Senador Couriel está preocupado por los números. Como abogado, voy a tratar de responder para 
que el señor Senador, al menos, tenga un juicio de valor. 


Cuando la Comisión se constituyó, el Banco Central tuvo la deferencia de darnos una información genérica, donde pedimos 
algunos datos como los que está preguntando el señor Senador. En la reunión de la Comisión correspondiente de la Cámara de 
Representantes, comentamos que del total de los casos TCB, que eran U$S 97:000.000 y fracción -casi U$S 98:000.000, y creo 
que es importante que se empiece a tener idea de estas magnitudes- había contrato, es decir, había mediado un consentimiento 
formal por escrito y firmado, aceptando que esa operación de comisiones fuera cumplida y ejecutada, naturalmente, con diligencia. 
De los U$S 97:000.000, hay U$S 52:000.000 con contrato, y con instrucciones para hacer operaciones puntuales hay cerca de 
U$S 8:000.000. Quiere decir que, aproximadamente, existen U$S 60:000.000 en los que media consentimiento, en un entorno de 
U$S 97:000.000, solamente para TCB. Ese es el concepto que el señor Senador Couriel está buscando y, por mi parte, estoy 
intentando auxiliar en la valorización. 


SEÑOR PRESIDENTE. El señor Balsa se refiere a contrato y a instrucciones y yo quisiera saber cuál es la diferencia entre estos 
términos. 


SEÑOR BALSA..- La expresión "con contrato" significa que hay una registración de un documento-formulario que recoge el Banco y 
que tiene modalidades o denominaciones distintas, pero en todos los casos se puede decir que, salvo dolo o culpa grave, puede 
hacer lo que quiera con las inversiones que se coloquen allí. En algunos casos se denominan "condiciones generales de 
inversiones" o "autorizaciones genéricas de inversiones", y en otros son formularios de instrucciones particulares, por ejemplo: 
"Favor colóqueme en TCB". Como tenemos la obligación de analizar caso por caso, hemos pedido ese tipo de documentos, y el 
Banco Central ha dispuesto un procedimiento a través del cual nos los han dado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Esa autorización genérica o general se da cuando se abre la cuenta o a mitad del proceso? 


SEÑOR BALSA.- Normalmente, cuando una persona va a colocar con esta modalidad -es decir, en Títulos Valores- el Banco le 
requiere la firma de ese tipo de documento. A veces sucede que se trata de un cliente que tiene cuentas corrientes, etcétera, y eso 
se da en determinada instancia, pero en este tipo de cuentas de depósito de Títulos Valores, habitualmente la apertura es 
concomitante con esa autorización genérica. 


En el caso de las instrucciones particulares, se dan, como dice el señor Presidente, para operaciones puntuales, o incluso para 
modificar condiciones generales, y en este sentido en la Comisión nos hemos preocupado mucho en analizar cada situación, 
porque, no obstante la existencia de una autorización genérica, hay circunstancias especiales; por ejemplo, ayer mismo tuvimos un 
caso de esa naturaleza, en donde pedimos un testimonio y había un planteo de instrucciones para diversificar las inversiones de 
una manera diferente a como se venía haciendo antes, por lo que podía considerarse que había un cambio de instrucciones. Es 
decir: estamos con una actitud abierta y con el criterio de tratar de recibir todos los consentimientos tal cual se dieron. 


SEÑOR VIEYTES.- Las cifras que da el doctor Balsa refieren no a la cuantificación efectuada de todas las solicitudes presentadas, 
sino a los soportes de información procedentes del Banco de Montevideo y de los registros contables del TCB que allí había. Esa 
información primariamente no es correcta, sino que es aproximada, pero en su caso estaríamos en condiciones de dar una 
información mucho más precisa, si así lo solicita la Comisión. 


Voy a hacer ahora un segundo comentario, sin perjuicio de poder abundar en detalles sobre cómo ha ido trabajando la Comisión a 
lo largo de este plazo máximo prorrogable de sesenta días, que se van a convertir en sesenta días y sesenta días. 


SEÑOR ASTORI.- Ojalá que no. 


SEÑOR VIEYTES.- Comparto esa expresión de deseo, pero hay que tener en cuenta que debemos tratar 1.354 casos con la 
calidad y garantías que requiere un proceso que naturalmente tiene los tintes de un proceso jurisdiccional, porque esta Comisión 
debe asesorar al Directorio y debe realizar la instrucción de expedientes y de obrados con las máximas garantías asegurando, a su 
vez, a los solicitantes la posibilidad de participar. De ese modo, estamos ofreciendo garantías no solamente a los solicitantes, sino 
también a todos aquellos que van a ser impactados, que son los acreedores del Banco de Montevideo, quienes naturalmente 
podrán también recurrir, en función de su interés directo, personal y legítimo, las resoluciones del Directorio del Banco Central que 
acojan o no las pretensiones de los solicitantes del TCB. 


En suma, hay dos cuestiones, según lo que entendí, que plantearon el señor Presidente y el señor Senador Herrera. Una son los 
criterios restrictivos o no aplicados por la Comisión, sobre los que creo que se ha ilustrado. Por otra parte, la idea es si el texto del 
artículo 31 es suficiente para que esa mecánica dé garantías o no. A nosotros nos preocupa particularmente dar satisfacción a la 
Comisión, así como también tener claro cuál es el camino a seguir por parte de la Comisión y del Directorio del Banco. Sin 
embargo, temo que tal vez todo el análisis detallado, toda la casuística, nos insuma mucho tiempo sin que podamos centrar la 
cuestión en cuáles son los criterios que puedan ser cuestionados por parte de los miembros del TCB, los solicitantes o 
peticionantes. Se deben señalar claramente cuáles son los criterios, a fin de poder avanzar en las soluciones de futuro del modo 
más rápido posible. 


SEÑOR GALLINAL.- Creo que el doctor Balsa nos está terminando de dar una información que es elocuente, interesante y es la 
base en función de la cual luego podremos ir en búsqueda de las conclusiones a las que hace referencia el Vicepresidente del 
Banco Central. Me gustaría que él terminara de informar sobre los U$S 97:000.000, porque si bien ya sabemos acerca de los 
U$S 60:000.000, quisiéramos que se nos informe sobre los otros U$S 37:000.000 y en qué condiciones se realizaron los depósitos 
correspondientes. 


De todos modos, antes de conocer esa última información que me parece muy interesante, voy a hacerle una pregunta. En función 
de lo que se termina de expresar, nosotros debemos concluir que existen U$S 52:000.000 que tienen contrato, que tienen 
consentimiento y que están referidos a operaciones de comisión y también que existen U$S 8:000.000 cuyas circunstancias -por 
decirlo de alguna manera- serían más contundentes en cuanto al propósito o al consentimiento que se otorgó. Por tanto, en 
consecuencia, si en principio se reunieran las condiciones de los U$S 52:0000.000 y de los U$S 8:000.000, éstos quedarían fuera 
de la interpretación correcta del artículo 31. Pregunto si esa es una conclusión correcta de lo que se nos termina de manifestar, sin 
perjuicio de tener interés en conocer lo que refiere a los otros U$S 37:000.000. 


SEÑOR BALSA.- El Vicepresidente del Banco Central acaba de decir que la información que dada a título de ejemplo estaba 
brindada a nivel de concepto y no de cifras precisas. Como bien expresé en mi exposición, estas son cifras que el Banco Central 
tenía preparadas sobre la base de la documentación al 31 de diciembre. Se trata de los balances de cierre y de inicio de los fondos 
y, en consecuencia, todo esto está siendo revisado. Esa es la primera precisión que queríamos hacer y es correcto lo que dice el 
doctor Vieytes. Por otra parte, sólo estoy hablando del TCB, pero después hay Eurobonos, peticionarios con Velox, es decir que es 
un universo mucho mayor que el de U$S 97:000.000. Entonces, a nivel de concepto simplemente estamos intentando mostrar 
dónde estamos ubicados. 


Cuando estuvimos en la Comisión de Hacienda de la Cámara de Representantes, la conclusión a la que se llegó fue que un poco 
más del 50% tenían contrato. Entonces, si tenían contrato, autorizaciones genéricas o instrucciones particulares, en principio, la 
Comisión auguraba que esos casos los iba a ver como una situación en la que había mediado consentimiento, excepto que en 
cada caso individual se pudiera demostrar otra cosa. 


De acuerdo con lo que dice el texto de la ley, en esos casos había mediado consentimiento. 


En los otros casos tenemos que analizar situaciones mucho más complejas. Primero debemos analizar si los ahorros estaban 
colocados como un depósito bancario o si ya venían de renovaciones de Títulos Valores, es decir, en un contrato de comisión. 
Realmente no estoy en condiciones de poder contestar sobre el particular, así como tampoco en lo que tiene que ver con los 
U$S 37:000.000 que resultaron ser del TCB, porque no hemos avanzado en la consideración de esos casos. Solamente sabemos 
que no tienen un consentimiento formalmente, pero habrá otros elementos. Por ejemplo, vamos a pedir al Banco de Montevideo 
que nos diga cuáles son sus antecedentes. Si nos indica que tiene sólo una cuenta corriente en depósito Título Valores y que hace 
tres años que sólo hace eso, es muy difícil que podamos decir que no medió consentimiento en la aplicación de lo que resultó en el 
balance. Si se me pide un augurio en esa situación, diré que todos esos casos van a ser excluidos de la aplicación del artículo 31. 


SEÑOR GALLINAL.- Por supuesto no corresponde que yo le pida un vaticinio sobre cuál va a ser el pronunciamiento definitivo, 
porque es obvio que hay una primera clasificación que ustedes hacen y después viene la etapa de estudio de los expedientes en 
donde se analiza si es que verdaderamente medió el consentimiento, si hubo un vicio de la voluntad, etcétera. Entonces, no creo 
que estén en condiciones de hacerlo ni yo de pedirles un pronunciamiento adelantado. Simplemente, me refiero a que reciben la 
información y cuando la clasifican, antes de ingresar al análisis de cada caso, tienen por valor de U$S 60:000.000, de los 
U$S 97:000.000 TCB; hay otras situaciones -como se ha dicho- en donde aparentemente existe consentimiento y en algunos casos 
con instrucciones puntuales. Eso es lo que quería aclarar. 


Asimismo, pregunto cuál es la situación en que reciben los otros U$S 37:000.000 que completan los U$S 97:000.000 del TCB. 


SEÑOR BALSA.- Desde el punto de vista práctico hicimos una redacción que pasa a ser el pivot alrededor del cual hacemos 
variantes en cada situación y que forma parte de nuestro dictamen. Además, puede ser el tono para que los señores Senadores 
analicen cuál es nuestro concepto de aplicación de estas situaciones. 


Consideramos que el artículo 31 constituye una norma de excepción y, por ende, de interpretación estricta, que comprende sólo 
aquellos casos en que acumulativamente se cumplan los siguientes requisitos: a) ser ahorristas de los Bancos Montevideo y La 
Caja Obrera; b) cuyos depósitos hayan sido transferidos a otras instituciones, y c) analizar si medió consentimiento. En 
consecuencia, esa situación tiene que ver con lo que dice el texto de la ley. 


Volviendo a la exposición inicial del señor Presidente, debo decir que cuando la ley es clara no corresponde ir a ver cuál fue la 
voluntad del Legislador. Eso está en las normas de interpretación del Código Civil y los señores Senadores lo saben mejor que yo. 


Lo importante en este caso es tener un principio de transparencia. Los tres miembros de la Comisión, por unanimidad, estamos 
asesorando al Directorio del Banco Central del Uruguay con una interpretación que entendemos que debe ser estricta en función 
del cometido del texto legal. 


SEÑOR SANABRIA.- Del análisis que están haciendo la Comisión y las autoridades del Banco Central, surge detalladamente el 
criterio técnico y jurídico, basado en lo que establece el artículo 31. Este no tiene por qué enmarcarse ciento por ciento en lo que 
quisimos amparar al votar la norma. Evidentemente, el tema es complejo y cada vez que lo analizamos se avizora más complejo 
aún. En lo personal, cuando voté este artículo no lo hice alejado de la realidad genérica de ahorristas que concurren a un banco; y 
cuando hablo de "genérico" no tomo en cuenta al inversor, que técnicamente conoce la operativa bancaria, sino al ahorrista que lisa 
y llanamente va a un banco y, eventualmente, es engañado. En estas circunstancias, no me despojo del sentimiento que tenía 
mucha gente -lo tuvo durante muchos años y aspiro a que vuelva a tenerlo en el futuro- en el sentido de que entrar a un banco era 
como entrar en una especie de templo, y creo que las autoridades que hoy están presentes aquí han hecho cosas importantes para 
que ese camino empiece a recorrerse nuevamente. 


Reitero que me sitúo en ese escenario: en el de un simple ahorrista, quizá bastante mayor de edad -no en el de los informados o 
especialistas en colocaciones- que va a un banco y no sabe de documentos que hablan de comisiones, Títulos Valores, etcétera, 
porque simplemente fue a colocar su dinero y le dijeron que a cambio le ofrecían determinada tasa de interés. En estos casos se 
me crea un gran cúmulo de dudas, sobre todo luego del análisis objetivo que muchos integrantes de la Comisión han hecho desde 
el punto de vista técnico, ajustado a Derecho y también vinculado con el artículo 31. Sin embargo, me surge una gran duda en 
cuanto a que esa calificación quizás sea la trampa mortal que el Banco Montevideo tendía a la gente, ya que simplemente se les 
hablaba de tasas de interés y de plazos; luego, tanto en las cajas del Banco de Montevideo de la capital como en las de las 
sucursales del interior de la República, simplemente se les entregaba el papel sellado por dicho Banco. Entonces, por supuesto, la 
gente solamente tenía en cuenta que constara la tasa, el monto y el sello. 


Por todo esto, mis dudas son ahora más importantes, porque si bien considero que la interpretación que se hace es ajustada a 
Derecho, en los hechos no sé si se aplica de esa manera. En consecuencia, creo que sería importante -y lo voy a plantear 
formalmente a los miembros de la Comisión- la presencia en este ámbito de representantes de AEBU y de funcionarios de esos 
bancos, porque en definitiva son quienes pueden decirnos claramente cuál era la relación en estos casos concretos. Sería bueno 
poder saber si constaba a los funcionarios o a la gremial si esto se llevaba a cabo con conocimiento o no de la mayoría de los 
ahorristas, algunos de los cuales, aparentemente, no tenían ningún conocimiento de lo que era el TCB, la inversión o los Títulos y 
que simplemente llevaban su dinero -me refiero especialmente a los pequeños y medianos ahorristas- al Banco de Montevideo y 
recibían a cambio un papel de colocación. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Cuando aquí se votó el artículo 31, se habló de U$S 97:000.000; los Legisladores sabíamos que ese era 
el techo máximo que podía establecerse, y que a partir de ahí podía haber consentimientos expresos firmados, en los que la 
persona dio instrucciones. Según las cifras aproximadas que nos transmite el doctor Balsa, habría unos U$S 8:000.000 con 
instrucciones expresas y U$S 52:000.000 -no sé qué cantidad de depositantes representan- que eran contratos genéricos. A los 
efectos de la Comisión, la lectura primaria que se hace es que esas personas habrían prestado consentimiento; se trata de 
ahorristas cuyos dineros se transfirieron al exterior y tiene que corroborarse si prestaron consentimiento o no, pero en una lectura 
estricta de la ley y a efectos de la Comisión, se cree que sí lo prestaron. 


Cuando nosotros votamos esto pensamos que el máximo era U$S 97:000.000, ¿pero qué podía pasar? Que algunas personas 
hubieran dado el consentimiento expreso. Lo que nuestros invitados nos están diciendo es que en el contrato no se hablaba del 
TCB, sino que era un contrato genérico de manejo del dinero por parte del Banco de Montevideo. En la lectura que se puede hacer 
hay una aplicación jurídica correcta. Se nos dice que cuando la ley es clara no hay que ir al espíritu, pero lo cierto es que para 
muchos el espíritu era que había un monto máximo de U$S 97:000.000 a contemplar, que podía ser menor si había instrucciones 
estrictas; sin embargo, nunca se pensó en lo que podían ser las autorizaciones genéricas de contrato cuando se abre una cuenta 
en un Banco, en que se firma un montón de cosas que en ese momento no se leen. 


Entonces, la pregunta que quiero realizar y que agrego a la ya formulada por el señor Senador Sanabria, es si en esos contratos 
genéricos se hablaba del destino de esos dineros. Me refiero a si se nombraba el TCB u otros, aunque después hubo una dinámica 
-todos lo sabemos- por la cual los dineros iban a un solo lugar o a muy pocos lugares. A esos dineros se los inducía con mucha 
fuerza, porque el grupo económico tenía problemas. Entonces, repito, mi pregunta es si en esos contratos -no en las instrucciones 
expresas- se nombraban algunos destinos específicos o al TCB. 


SEÑOR BALSA.- Cuando cualquier inversor normal va a un "broker", a un corredor de cambio o a cualquier Banco de plaza - 
porque esto no ocurre sólo en el Banco de Montevideo- le ofrecen la alternativa de que sus ahorros puedan ser diversificados en 
Títulos Valores. Entonces, lo que uno tiene que analizar es si la autorización genérica -ese documento denominado "Condiciones 
Generales"- comprende jurídicamente la facultad de colocar cualquier tipo de Títulos Valores. Lo único que no se puede hacer es 
aquello que implique dolo o culpa grave. Eso es lo que normalmente dicen los documentos. Por lo tanto, si en el juicio de valor no 
hay constancia de un dolo civil o de la existencia de una culpa grave en la colocación propiamente dicha, lo que tenemos que 
analizar es si esa autorización genérica habilita o no a realizar la colocación. En definitiva, son documentos que permiten tomar 
todas las decisiones -y repito que lo hacen todos los Bancos de plaza y todos los corredores de bolsa- y son de estilo en este tipo 
de operación de mediación en Títulos Valores. Entonces, el argumento de carácter general es el siguiente: ¿cómo vamos a decir 
que no existió consentimiento cuando la persona firmó esa autorización genérica? En el caso específico, ¿con qué convicción 
vamos a determinar que no dio el consentimiento, como pidieron ustedes, cuando firmó una autorización genérica que habilita a 
llevar a cabo esas acciones? Esa es nuestra interpretación y aclaro que en los casos que hemos analizado no hemos visto que 
existan irregularidades, salvo aquellos en los que concretamente existe una instrucción particular, por ejemplo, a través de un fax 
que dice: "Señores: no obstante las condiciones generales, no me renueve más el TCB." Ciertamente hemos visto situaciones de 
ese tipo, y ahí sí está claro que no había consentimiento para que el Banco lo hiciera. Esa es la hipótesis legal sobre la que ustedes 
nos dieron instrucciones. Ahora bien; si por un tema de voluntad política y a fin de discernir esta situación ustedes consideran que 
es conveniente abarcar un caso más genérico, habrá que hacer una ampliación del concepto y no una ley interpretativa. Según 
nuestro modesto punto de vista, por unanimidad estamos aplicando consistentemente esa interpretación. 


SEÑOR BRAUSE (Don Tomás).- Quiero formular dos aclaraciones. 


Complementando lo que señalaba el doctor Balsa en cuanto a los contratos de carácter general que firmaban muchos de los 
ahorristas, debo decir que esos documentos son de naturaleza amplia, genérica, y que muchas veces -por no decir siempre- tienen 
varios años de haber sido firmados, es decir, de antigúedad. Eso significa que el ahorrista ha hecho operaciones durante largo 
tiempo con una tasa de interés muy superior a la que da una caja de ahorro común y corriente. Durante dos, tres, cuatro y cinco 
años -y más también- esas tasas, que oscilaban entre el 7% y el 8%, mayores a las que habitualmente se daban en plaza en caja 
de ahorro -y por cierto en el Banco de Montevideo- estaban beneficiando a ese ahorrista que era sabedor de lo que estaba 
pasando. 


SEÑOR COURIEL.- Me gustaría tener una comparación entre esas tasas de interés, es decir, las que se estaban pagando por el 
depósito Título Valor en el TCB y la de las de plazo fijo, y no las de las cajas de ahorro. 


SEÑOR BRAUSE (Don Tomás).- La diferencia era importante dentro de lo que es el Banco de Montevideo. Quiero señalar que 
había dos tipos de ahorristas: el "normal", es decir, el que hacía un depósito a plazo fijo o mantenía una caja de ahorro, y aquel que 
buscaba un rendimiento muy superior para sus fondos. En muchos casos este mismo ahorrista no sólo tenía fondos invertidos en el 
TCB sino también en otro tipo de papeles, lo que parecería indicar que existía una cierta experiencia y que no se trataba del 
ahorrista sencillo que no sabe qué hacer con sus fondos. 


Otro aspecto que quisiera señalar es el siguiente. Estamos todos preocupados -la Comisión en primer lugar- por lo que puede 
significar la extensión o dilatoria de los plazos en el trabajo. Sin embargo, la mayor celeridad conspira contra la seguridad o certeza 
en lo que se está haciendo. 


A vía de ejemplo, quisiera señalar algo que sucedió en el día de ayer: los propios interesados, en forma directa o a través de los 
profesionales que los patrocinan, solicitaron las declaraciones de ex empleados del Banco de Montevideo quienes regularmente 
atendían esas cuentas, llámese Gerentes, Oficiales de Cuentas, etcétera. La Comisión citó esos tres casos en forma independiente 
-incluso en uno de ellos estaba presente uno de los abogados patrocinantes- y fueron tres declaraciones en tres expedientes 
distintos. Es más; empezamos a las dos y media de la tarde y el tercer funcionario recién se fue a las cinco y cuarto. Es natural que 
se dé este ritmo, no por culpa de la labor de la Comisión, sino porque quien va a hacer su declaración procura ser lo más preciso y 
amplio posible; incluso, si hay algún abogado, se hacen preguntas, etcétera. 


Esto es cuanto quería decir con relación a los plazos. 


SEÑOR COURIEL.- En definitiva ¿cuál es el resultado de lo sucedido en el día de ayer? Si no entendí mal, un ahorrista pidió que 
concurrieran a declarar los funcionarios que para él fueron de confianza en el Banco de Montevideo. ¿Qué pasó? 


SEÑOR BRAUSE (Don Tomás).- El fundamento de por qué ese ahorrista solicitó en cada caso la declaración de los distintos 
funcionarios es, básicamente -y como es natural- para comprobar que había sido inducido, engañado, y corroborar que había dado 
órdenes en otro sentido y éstas no figuraban en forma escrita en el Banco, ya que habían sido comunicaciones verbales, 
telefónicas o personales. 


En principio, lo que respondió cada uno de los empleados en forma separada e independiente -no lo hemos conversado con los 
demás integrantes y lo que adelanto es una opinión personal- no fue fructífero. Ellos no se acordaban con precisión de lo que había 
pasado en esa reunión. Sí recordaban al cliente, a quien habían atendido durante mucho tiempo, pero no se acordaban del 
momento preciso, es decir, si había sido antes de que se renovaran las operaciones, etcétera. En definitiva, sus declaraciones no 
fueron concluyentes, lo que no quiere decir que se repita en otras situaciones. Pero, reitero, esas tres dejaron muchas dudas. 


Había quedado pendiente un comentario en cuanto a la inducción eventual o al error que pudiese haberse padecido. En la mayoría 
de los casos estamos frente a colocaciones, es decir, inversiones, y no digo que en todas pero sí en muchas situaciones se trata de 
personas que por sus antecedentes de importe -es decir, de cantidad de dinero en la operación- o porque son profesionales, gente 
preparada -muchos son profesionales- parecería que inducir a error frente a documentos que aparecen firmados y al tiempo que 
pasa en la relación cliente-Banco ... 


SEÑOR LARRAÑAGA.- ¿Me permite una interrupción, señor Brause? 


SEÑOR BRAUSE (Don Tomás).- Pido disculpas al señor Senador, pero quisiera terminar mi planteo. 


En el mismo orden de ideas, incluso los propios funcionarios del Banco de Montevideo en muchas situaciones también quedaron 
dentro de este contexto general. Por ejemplo, una de las personas que fue a declarar y que ahora con la liquidación del Banco de 
Montevideo ya no trabaja allí, nos comentaba -lo que ya sabíamos por otros casos- que se había visto afectada. Se trata de una 
funcionaria que estaba encargada de ofrecer este tipo de operaciones, y cuando ocurrieron todos estos hechos ella tenía una 
inversión importante. Pienso que en esos casos no existiría la inducción a error. 


SEÑOR HERRERA.- Voy a ser breve. Creo que la inducción a error puede provenir desde la primera información que recibe el 
cliente para realizar la primera operación. La renovación se hace en función de aquella opinión que se formó el cliente en la primera 
oportunidad en que le informaron. Por lo tanto, considero que las renovaciones no determinan un criterio para poder establecer que 
hubo consentimiento porque, repito, la primera información ya era equivocada o insuficiente. 


El ejemplo que trae el doctor Tomás Brause prueba esto: la propia funcionaria que tenía que dar información a los clientes creía que 
el dinero iba al TCB y que era una inversión genuina. Para nada estoy responsabilizando a la funcionaria, sino que lo que digo es 
que parece haber una suerte de plan intelectual para inducir a engaño a los clientes del Banco para transferir los fondos. 


¿Cuál era el discurso que se daba a los clientes? Todos hemos recibido varias versiones, pero todas son coincidentes en que la 
información era un poco confusa, sumaria y superficial, y hacía que el cliente iniciara el camino hacia ese tipo de colocaciones sin 
tener, a mi juicio en muchos casos -no en todos- conciencia clara de lo que estaba decidiendo. 


SEÑOR GALLINAL.- No voy a formular preguntas, sino a hacer algunas consideraciones y reflexiones que me parecen importantes 
e ilustrativas en cuanto a la correcta interpretación del artículo 31 y, eventualmente, en lo que respecta a lo que desde el punto de 
vista legislativo tengamos que hacer en el futuro. 


En ese sentido, quiero señalar que cuando llega al Parlamento la ley de creación del Nuevo Banco Comercial y demás 
disposiciones comprendidas en ella, en la iniciativa del Poder Ejecutivo no venía absolutamente ninguna consideración referida al 
TCB. Fue el Parlamento el que decidió incluir una norma referida a ese tema, de manera tal que los ahorristas de los Bancos 
Montevideo y La Caja Obrera vinculados al TCB no quedaran fuera de la solución legal. Esto quiere decir que la primera idea, el 
sentimiento, la voluntad del Poder Legislativo cuando aprobó la ley -tanto en la discusión en la Comisión como luego en el Senado- 
fue incluir a los depositantes o ahorristas del TCB en la solución legal que finalmente terminamos aprobando. 


La intención fue que la ley fuera más abarcativa en cuanto a la consideración de los ahorristas, no solamente en el caso del TCB, 
ya que también hubo consideraciones de las mismas características en lo que refiere a los tenedores de Bonos; pero en el caso del 
TCB, a través del artículo 31 se decidió darles un respaldo, un instrumento para que no quedaran simplemente a consideración de 
las acciones legales que pudieran promover para defender sus derechos, lo que no deja de ser importante. 


¿Cómo fue el proceso en el Senado de la República por el que se llega a este artículo 31? Cuando se expresa en la Comisión la 
voluntad de incluir a estos ahorristas, se designa una Subcomisión con el propósito de ir perfeccionando el texto del proyecto, ya no 
solamente en lo que refería al TCB sino en general, y esto se hace con representantes de todos los partidos políticos. En esas 
circunstancias nos tocó a nosotros representar al Partido Nacional; los señores Senadores Couriel y Korzeniak fueron en nombre 
del Encuentro Progresista y el señor Senador Brause lo hizo por el Partido Colorado. Además, participaron algunos otros 
Senadores, no como miembros de la Subcomisión, pero sí con el propósito de llevar su voluntad. 


La Subcomisión aprobó un artículo redactado allí, que es similar al 31, pero con una única diferencia, porque donde dice "sin 
mediar su consentimiento", expresaba "contra su voluntad". Cuando se pasa a la Comisión para la aprobación del anteproyecto que 
había consensuado la Subcomisión, a iniciativa del señor Senador Millor se modifica nuevamente y donde decía: "contra su 
voluntad", se expresa: "sin mediar su consentimiento". Creo que lo que animó a quienes propusieron una modificación de esas 
características, fue contemplar el tema de la carga de la prueba, partiendo de la base de que si se ponía "contra su voluntad", eran 
los ahorristas quienes tenían que demostrar que había sido así, y si se expresaba "sin mediar su consentimiento", la carga de la 
prueba estaba del otro lado. No compartí ese concepto en ningún momento, y en aras de buscar una solución consensuada y que 
posibilitara dar apoyo a los ahorristas engañados, estuve dispuesto a acompañar el texto, partiendo de la base de que el gran paso 
que daba el Senado en lo que refería al TCB, era incluirlos en la ley. 


En la Comisión se conversó sobre este tema, y de la propia discusión en Sala surge que ese fue el gran paso que se dio. Es decir 
que resolvimos no detenernos en una consideración secundaria, aunque importante -esto es, si debía decir "sin mediar su 
consentimiento" o "contra su voluntad"- porque, en definitiva, ya habíamos hecho lo más importante. De todas maneras, este no 
deja de ser un tema menor. 


Es verdad que la carga de la prueba se invierte, según se utilice una u otra expresión. También es cierto -y por eso estaba en 
contra de establecer "sin su consentimiento" y prefería "contra su voluntad"- que al decir "sin su consentimiento" bastaba que 
existiera algún documento firmado por el ahorrista o depositante para que ya quedara excluido de la ley. Por eso sostuve que más 
importante que la carga de la prueba era la definición legal, ya que "contra su voluntad" significa que puede existir consentimiento, 
pero que la voluntad del ahorrista era distinta del destino que luego se le termina dando a los fondos. Aun en esas circunstancias 
acepto que lo que estábamos haciendo era dándoles una protección legal pero, en definitiva, trasladamos la mayoría de los 
problemas -ya fuera con la redacción "sin su consentimiento" o "contra su voluntad"- a la Justicia para que resolviera, y eso es lo 
que va a terminar sucediendo con esos temas. 


Estas son las primeras apreciaciones que podemos hacer luego de escuchar las opiniones de los integrantes de la Comisión, y les 
digo sinceramente que no me gustaría estar en ese lugar, porque me doy cuenta de las enormes dificultades que van a encontrar. 


Solamente esa cifra, que indica que U$S 60:000.000 de los U$S 90:000.000 corresponden a situaciones en las que hubo 
consentimiento, ya está demostrando que el propósito que nosotros perseguimos no se va a lograr a través del texto que hemos 
redactado. Necesariamente, todo esto termina en manos del Poder Judicial o de la Justicia que deba entender en la materia, si es 
que eventualmente pudieran existir recursos. Quiero decir que esto termina en un ámbito jurisdiccional, que puede ser el Tribunal 
de lo Contencioso Administrativo o el propio Poder Judicial, porque el ahorrista también puede accionar directamente, sin 
necesidad de pasar por las decisiones de la Comisión. Entonces, en vez de presentarse ante el Tribunal de lo Contencioso 
Administrativo, es posible que el ahorrista haya acudido, en primer término, al Poder Judicial. 


En realidad, podría decir que lo que aquí estaba sucediendo -y me parece que estaba, en cierto modo, en el espíritu de todos- es 
que hubo gente, mucha gente, que en realidad creía en el país, en el sistema financiero, en los mensajes que se enviaban desde el 
sistema político y desde las autoridades, con respecto a las garantías que el Uruguay otorgaba a los depositantes, a los ahorristas. 
En última instancia, la gente creyó -en este caso concreto- en el Banco de Montevideo y en el Banco La Caja Obrera. En definitiva, 
esta es la sustancia que nosotros debemos defender. La gente creyó que depositando en esos bancos tenía a buen resguardo sus 
ahorros y sus depósitos. Asimismo, esa gente entendió que el riesgo lo corría en tanto estuvieran en peligro esos dos bancos. 
Ahora bien; como el riesgo se concreta y ambos bancos caen, entonces, lógicamente, pagan un precio muy alto los ahorristas de 
estas instituciones, incluyendo a los del TCB que creían estar operando a través de los Bancos Montevideo y La Caja Obrera. 


Lo que ocurre después es que el sistema responde a esa crisis y se aprueba un instrumento legal para recuperar todo lo posible de 
los Bancos Montevideo, La Caja Obrera, Comercial y, eventualmente, el Banco de Crédito que no estuvo comprendido en esa 
solución, por otras razones que ahora no viene al caso señalar. Entonces, lo lógico es pensar que si el sistema legalmente aporta 
una solución para los damnificados de estos Bancos -entre ellos están todos sus acreedores y en forma preferente, como dice 
expresamente la ley, los ahorristas o depositantes- con razón el ahorrista de esos Bancos puede pensar que debe estar 
contemplado en dicha solución. Obviamente, puede pensar eso, porque se trata de una solución pensada para todos los 
acreedores y todos los ahorristas que confiaron en los Bancos Montevideo y La Caja Obrera. De ese modo, simplemente quedarían 
excluidos de ese mecanismo quienes hicieron la operación financiera por una vía que no correspondía a esos Bancos y con 
documentos que no mencionaban a esas instituciones. 


En virtud de todo esto, me parece que la conclusión, en primer lugar, es que el trabajo de la Comisión es fundamental. Sin duda, 
todo lo que ha hecho hasta ahora es muy importante, porque permanentemente nos ha estado nutriendo de una información 
sustancial para las decisiones que debemos adoptar. En segundo término, el texto legal para la labor que los integrantes del Banco 
Central tienen que llevar a cabo, en el propósito que buscó el Poder Legislativo cuando aprobó la ley, no es suficiente. El texto legal 
es suficiente para que el Directorio desarrolle las tareas que debe llevar a cabo y cumpla estrictamente con lo que dice la ley, pero 
vamos a terminar en un conjunto de definiciones que seguramente van a ser mucho más restrictivas que el espíritu abarcativo con 
el cual nosotros legislamos. En consecuencia, primero es muy importante la labor que desarrolla la Comisión al hacer una 
recopilación de información, ya no solamente de la previamente registrada, sino de aquella posterior que se recibe a través de las 
investigaciones que se están realizando. 


Además, como segunda conclusión digo que no hay otra alternativa que aprobar una ley que establezca claramente quiénes entran 
y quiénes no en función de la información que se ha logrado recopilar y no necesariamente de las pruebas que se han otorgado. 
Creo que ya no alcanza con el artículo 31, si bien éste ayudó muchísimo, ya que dio un paso adelante muy importante y amortiguó 
un gran impacto social. Hay que reconocer que los ahorristas del TCB, del Banco de Montevideo y del Banco La Caja Obrera tienen 
ahora una certeza que antes no tenían; también tienen una preocupación, pero ella es menor en comparación a la que tenían antes 
de la aprobación de la ley. 


Para probar esto que digo, bastaría comparar la situación del ahorrista del TCB con la del ahorrista del Banco de Crédito. Desde un 
punto de vista jurídico, en una primera instancia el ahorrista del TCB podría tener menor derecho que el del Banco de Crédito -allí 
no hay traspasos a cuentas o a inversiones en el exterior- encontrándose en una situación más débil, pero notoriamente en el 
ánimo y en el "status" jurídico hoy el ahorrista del TCB está en una situación de mayor certeza y protección que la del ahorrista del 
Banco de Crédito. 


Entonces, me parece que más allá de reconocer la importancia de la labor de la Comisión y de lo que se pueda seguir avanzando, 
necesariamente debe aprobarse una ley -porque, de lo contrario, es una misión imposible para la Comisión y para el objetivo que 
se persigue- en la que el Parlamento diga quiénes están incluidos y quiénes no, por supuesto, en función de elementos objetivos 
predeterminados que no dejen margen, ni siquiera al propio Parlamento, a una decisión absolutamente discrecional. 


SEÑOR LARRAÑAGA.- Antes que nada, quería decir que comparto lo expresado por nuestro compañero Gallinal. 


Aquí se ha hablado de consentimientos escritos en los porcentajes o en las cantidades que se han referenciado; pero, por ejemplo, 
me pregunto si se pueden considerar válidos los consentimientos escritos otorgados en los años 2000 y 2001 vinculados a 
operaciones concretadas en 2002, en el mismo momento en que empezó la verdadera crisis del sistema financiero, que estaban 
revelando un propósito manifiesto, ya concertado, de los dueños de estos bancos de hacer esas operaciones hacia el exterior en 
los destinos que se vienen denunciando y que hoy generan los problemas de interpretación del artículo 31. Es decir, ateniéndonos 
a la definición de consentimiento, cabe cuestionarse si se puede entender que existe consentimiento en el caso de que éste haya 
sido otorgado en 2000 y 2001 -estos son genéricos y los piden otros bancos en situaciones similares- pero aplicado al caso 
concreto de las operaciones TCB para operaciones del propio 2002, ya en la fase final, donde se empezaron a desviar los recursos 
hacia el TCB. Esta era una inquietud que quería plantear. 


Por otra parte, si este Parlamento, como creo entender, está dispuesto a modificar el artículo 31, me pregunto si la interpretación de 
esta norma que realiza la propia Comisión no está creando también una situación de riesgo, por cuanto se estarían generando 
definiciones que después podrían ser modificadas por el criterio del Legislador. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quisiera agregar una pregunta al señor Presidente del Banco Central. Concretamente, me gustaría saber 
si, independientemente de estas circunstancias, no se van a tomar los recaudos de reservas correspondientes hasta que, con estos 
criterios u otros, se clarifique la situación. 


SEÑOR DE BRUN.- Con referencia a este último punto y a lo que planteaba el señor Senador Larrañaga, quiero señalar que 
efectivamente el Fondo de Recuperación de Activos del Banco de Montevideo ha constituido la reserva correspondiente a estos 
créditos que eventualmente puedan tener los involucrados en la situación del TCB. Esas reservas se están tratando de estimar y 
van a quedar cuantificadas, lo cual evidentemente va a tener un impacto en el porcentaje que sobre esos activos corresponde al 
resto de los ahorristas, porque hay una parte que va a quedar sin distribuir a la espera de la resolución del tema. 


Este aspecto tiene relación con lo que plantea el señor Senador Larrañaga dado que, a medida que persiste la indefinición sobre 
este tema, se va acentuando la incertidumbre, no solamente en los involucrados en la situación del TCB, sino también en el resto 
de los acreedores del Banco de Montevideo, que no van a saber cuánto van a recibir hasta que esta situación se dilucide. Además, 


aun cuando uno tuviera determinado dictamen de la Comisión -en cuanto a qué ahorristas se encuadran dentro de las hipótesis del 
artículo 31 y por lo tanto corresponde incluirlos como cuotapartistas del Fondo del Banco de Montevideo- en la eventualidad de que 
haya litigios, va a ser necesario realizar algún tipo de reserva, y esto indudablemente también va a postergar la definición sobre el 
resto de los ahorristas, llámense depositantes o tenedores de Eurobonos, que tampoco van a saber con certeza cuál es el 
porcentaje que les corresponde hasta que esta situación esté determinada. 


En cuanto a la primera pregunta del señor Senador Larrañaga -que también tiene que ver con algún comentario que se había 
hecho previamente respecto de la inducción- si bien no está directamente relacionado con esto, sería útil que el contador Xavier 
hiciera referencia a algunas de las cifras que en el momento de la intervención del Banco de Montevideo se tenían sobre lo que era 
la operativa del TCB, en el contexto de todas las colocaciones que, por cuenta de terceros, hacía el Banco de Montevideo. 


SEÑOR XAVIER.- Mientras se hacían las consultas por parte de los señores Senadores, estábamos comentando con la doctora 
Rantigheri las características del trabajo que habíamos desarrollado durante la etapa de intervención del Banco de Montevideo, 
tratando de determinar la importancia y los criterios para clasificar cada una de las situaciones que eventualmente podían 
generarse en el futuro cuando -como lo ha demostrado la realidad- tuviéramos que ocuparnos de solucionar estos temas desde un 
papel distinto. En ese sentido, una de las principales preocupaciones que tuvimos a partir del 21 de junio de 2002 -es decir, cuando 
se resuelve la intervención del Banco de Montevideo- fue determinar exactamente los montos en juego, las características de las 
vinculaciones de los clientes y los contratos. Recuerdo que una medida que tomamos fue concentrar, a nivel del Tesoro de la Casa 
Central, todos los documentos originales que respaldaran las operaciones que los clientes habían celebrado. Lo hicimos como una 
forma de proteger tanto los derechos de los depositantes como de evitar algún tipo de tentación que puede surgir dado los montos 
que están en juego. Téngase presente que hay operaciones por montos realmente importantes, y a veces la tentación de hacer 
desaparecer algún documento probatorio puede ser muy fuerte. 


Entonces, reitero, en esa instancia decidimos hacer una especie de operativo secreto -lo conocíamos muy pocas personas- muy 
rápido, en todas las dependencias del Banco, que consistió en recoger, en un mismo día, toda la documentación de los clientes que 
sirviera como base para demostrar el tipo de vínculo que tenían con la institución y concentrarla en el Tesoro de la Casa Central. 


SEÑOR LARRAÑAGA.- ¿Cuándo ocurrió eso? 
SEÑOR XAVIER.- En la semana del 24 de junio de 2002 en adelante, después de la intervención. 


SEÑOR LARRAÑAGA.- Según se indica, eso ocurrió en el mes de junio. Entonces pregunto si esos controles, por ejemplo, con 
respecto a las propias potestades del Banco Central del Uruguay, no se hicieron en el interregno de la supervisión intensiva hasta la 
intervención. 


SEÑOR XAVIER.- Mi participación en el Banco de Montevideo se dio a partir del día 10 de junio, en un papel de veedor con 
potestades que, en la práctica, se demostró desde el propio 11 de junio cuando, como puse en conocimiento del Directorio del 
Banco Central del Uruguay, se demostró que no tenían ningún efecto. En consecuencia, no participé en el proceso de supervisión 
intensiva del Banco de Montevideo, y desconozco exactamente el alcance de la tarea. 


Con la introducción que realizo quiero referir a que, como resultado de ese trabajo, pudimos determinar -no tengo la cifra exacta en 
esta instancia- que la participación de las empresas -que después hemos podido verificar y comprobar- vinculadas al Grupo 
Peirano en las operaciones por cuenta y riesgo de los clientes que se contabilizaban en cuentas de orden -TCB, Velox Investment 
Company- como Obligaciones Negociables de Velox, era algo menos de la cuarta parte del total de las operaciones que los clientes 
celebraban sujetos a este tipo de contratos. En general -lo cual no implica que sucediera en todos los casos- quienes tenían algún 
tipo de inversión en TCB, simultáneamente las tenían en otro tipo de papeles que no han tenido consecuencia negativa alguna para 
su patrimonio. En algunos casos sí hay papeles que lo tienen, como el caso de otra entidad en las Islas Caimán, que actualmente 
está en liquidación y tiene un acuerdo que se está ejecutando, por montos obviamente menores que este. En fin, es una 
demostración que algunas de estas inversiones generaron algún tipo de consecuencia negativa para los inversores, pero sin ningún 
ruido, como ocurrió en el caso del TCB. 


En concreto, las inversiones por cuenta y riesgo de los clientes que pudimos determinar al día de la intervención, representaban 
algo menos de la cuarta parte del total de las inversiones que se hacían en el Banco de Montevideo. A esto le agrego el otro 
elemento vinculado con que en su gran mayoría, quienes hoy tienen inversiones en TCB bajo estas modalidades, simultáneamente 
también tienen inversiones en otro tipo de papeles que no han sufrido ninguna consecuencia. ¿A qué apuntamos con esto? A que 
en realidad esto era una modalidad operativa por la cual los clientes se vinculaban con el Banco a través de un determinado 
documento -y en este sentido el doctor Balsa se refería al denominado "Condiciones generales de administración de inversiones"- 
que habilitaba este tipo de operaciones. En ese vínculo, se generó una relación que no era exclusiva de TCB, sino que era un 
elemento más. 


Con seguridad, de las declaraciones de los funcionarios que participaban en este tipo de operativas, a las cuales referían los 
integrantes de la Comisión, tendría que surgir que se trataba de un producto más y que el peso específico de este producto en el 
total de los que se vendían, no llegaba a la cuarta parte. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Según teníamos acordado, tendríamos que pasar a considerar el otro tema que habíamos planteado, pero 
debido a la hora y a que algunos señores Senadores desean empezar a conversar sobre el funcionamiento de la Comisión, planteo 
la alternativa de hacer una reunión antes del jueves -oportunidad en la que teníamos previsto realizar algunas entrevistas referidas 
al fideicomiso que deberán ser adelantadas- o que ese mismo día vuelvan a concurrir el Presidente del Banco Central, el Directorio 
y sus asesores para que analicemos el tema del Banco de Crédito. Creo que lo mejor sería citar a la doctora Carozzi para el 
próximo jueves a la hora 9, a los representantes del Banco Central a las 10 y 30 y lo demás lo dejaríamos para otra sesión. 


SEÑOR BRAUSE (Don Alberto).- Desearía formular algunas puntualizaciones con respecto al tema que hemos analizado el día de 
hoy, pero por lo ya expuesto las dejaré para la reunión que se está programando por parte de la Presidencia. Por lo tanto, propongo 
que en la próxima reunión con el Banco Central podamos incluir el análisis del artículo 31 que estamos discutiendo, a los efectos de 
poder profundizar un poco más sobre el tema. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En consecuencia, agradecemos la presencia del Presidente, Directorio y asesores del Banco Central y los 
invitamos a concurrir a una próxima sesión, que será coordinada posteriormente por los integrantes de la Comisión. 


Se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 12 y 35 minutos) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


